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RESOLUCIÓN FINAL

1. INTERVINIENTES

Denunciante; Presidencia de la Defenson'a de! Consumidor -en adelante ía Presidencia

0 ia denunciante--.

Proveedora denunciada; .Brittallway, S.A. de C.V.

11. antecedentes y hechos DFM NCIADOS

dispuesto en el artículo 58 letra f) de la Ley de Protección al Consumidor—LPC-—, el 14/12/2022 se

practicó inspecciÓii en el sstableciniiento denominado "Do//í?r Ceníe.r Marsella , uoicado en
mimicipio de San Juan Opico,

departamento de La I.ibertad, propiedad de la proveedora Brittallway, S.A.. de C.V.

Como resultado de la diligencia realizada se levantó el acta correspondiente —t. 3 - en relación

a la promoción coiiierciaí c¡ue se leía: "20% .D.£ I}IiS(..ÁJJiNTO ElSi /ÍMMOLES i iiIMNALDAS
NA FIDAD^', la cual fue difundida por medio de cartel colocado en el establecimiento en mención. En

dicha promoción, se observó que no se determinó la vigencia de la misma. Al ooiisultarle a la persona

que atendió a ios delegados expuso que dicha proraoción inició en fecha 20/11/2022 y no tiene fecha

de finalización, acerca de- las restricGiones, indicó que no existía mn^^una restricción, y que dicha
información se daba a conocer de manera verba!, a los consumidotes.

Así, la Presidencia aseveró que, eo. el caso que hoy se analiza, se constató que la vigencia de la

promoción nó se encontraba en. la publicidad utilizada para dar a conocer la misma en lus medios
exigidos por ley. como anuBcios publicitarios o a través de anuncios fijados en. el o los establecimientos
o etiquetas adheridas a los bienes. .En razón de las circunstanciHS anteriores, aseguro que ia denunciada
vulneró el derecho a. la ¡.iifomiaclón de los consumidores, puesto que éstos .no tenían acceso compieio
Y oportuno a elemcnti b dcicnnitiantcs de la oferta.

HL ~ INFRACCIÓN ATRIBT lü V YÍCEMÍNTOS DF LA ÍNFRACCIÓN.

1

A. faToimo consta la resolüdün dc'uücio fe 5 y 6), se adujo que existe una contravención a lo

dispuesto en el artículo 4 letra c) de la LPC, el cual establece que es un derecho básico de ios
consumidores recibir del proveedor la información completa, precisa, veraz, clara y oportuna que

determine las características de los productos y servicios a adquirir. Además, a la letra a) del artículo

16 de la LPC, al referirse a los requisitos de las promociones y ofertas, e.stipula que, entre otros

aspectos, debe tener la posibilidad de compren.sión directa.



fambíéo, se afirma una transgresión alo regulado en. eí inciso primero del ailículo 27 de la LPC,

en lo concerniente ai derecho de informac ión: en geneml, las características de los bienes y servicios

puestos a disposición de los consumidores, deberán proparcionarse can írpormacmn en casteHanú, de
Jorma-clara, veraz, completa y opúriuna.

Ademásj en cuanto a la iiifórmación de las promociones, el artículo 30 de la I.PC determina: ;

''Cuando se tratare depromúcionesy o^tnab ̂  \p^ cíales de bienes o servicios, los comerciantes estaran

obligados a informar al constanidúr Uis cíjndi^ iones, el precio total o ios elementos que lo nagan

deíerminabk, la diiración de las mismas, por cualquier medio de publicidad o mediante avisos o

carteles Jifadús en lugares visibles, del estableeimienio o etiquetas adheridas a los bienes'\

En. reiación. con !o antes apuntado, el artículo 43 letra n.) de la L,PC. determioa que el realizar

promociones u. ofertas especiales de bienes y semcios en contravención a lo dispuesto en dicha ley, es

una conducta califieada como infracción grave, y de acuerdo con ei artículo 46 de .la mism.a normativa

se sancionaría con molta hasta da doscientos salarios mínimos mensuales urbanos en la mdustria.

.B. Con respecto a la niencionada m&aceión, este TribunaL en resolución pronunciada e.! día

05/07''2ÓI0, en el procedimiento clasificado bajo la referencia 271-2010, ha afi.tmado que:

■ naíuralezay esencia de las ofertas y promocioms es reportar ana ventrpa compeírútiva ai comumidor,

su caracíer extraordinario es lo que permite que el comprador tenga m incentivo para llevar a cabo

la transacción '2

'En ese sentido, las promociones y ofertas espeeiales que se transmiten a través de cualquier medio

pobíicitario, tienen la finalidad de presentar ios bienes o servicios en, condiciones fevorables p:ara el

consumidor, induciéndolo a tomar determinada decisión v^on sentido de urgencia., bajo la perspectiva

de percibir una ventq¡a económica dentro de un tiempo hm ¡u h).

De lo anterior, se colige, que la LPC busca regular que los proveedores consignen, en el medio

publicitario que se uí í 111 e para dar a conocer la promoción, u oferta, una indicación clara de la duración

o del tiempo en la qt t. na promoción estará vigente: debiendo indicar, además, a qué productos o

servicios aplica la promoción u oferta, la cantidad mínima de productos disponibles, si existen o no

restricciones, -en qué consisten, y, en generah cualquier dato relevante previamente establecido, que

indique en que condiGiones será cumplida, infonnacfo^ que es de suma impormncia imra los

consunvaores ai moménio de acceder a la promoción u oférta^

l n otros lennínos, la finalidad de la regulación en el tema en cuestión tiene por objeto el minimizar

la desigualdad entre las partes iritervinientes en la relación de consumo -proveedor y consumidor- la

cikii piieOe dciai a este ultimo en una situación asimétrica y de desventaja al no ofrecerle la información

necesaria para que pueda tornar una decisión informada, es decir, considerando todos ios eiementos

legalmente. establecidos.



Por otra pane, en relación a la frase "restricciones aplican'', este fribunai Sancionador, en la

iTiisrna resolución, final precitada, se refirió a ella en el sentido de que la misma debe ser evaluada

considerando si: a) Con ello se han dejado por fuera condiciones esenciales de la contratación; y b)

I..,as limitantes ulteriormente aplicadas modifican en fb:rma su.stancial la oferta principa.1 anunciada en

el medio publicitario de manera que ya no re .fleje las Gondicion,es reales de la promoción,. Consecuencia

de lo a,o,terior, las mstitueioties de autorregúlación publicitaria y las tutelares de derechos del

consumidor sostienen que el anunciante tiene la obligación de inGluir de forma inequívoca y perceptible

-en su mensáje publiGÍtario- las íi,ra:itacione.s o condieiones esenciales de la oferta realizada, de .manera

que no existan requisitos ulteriores no co,aocidos por los destinátarios y que limiten, modiíiquen o
contradigan las afirmaciones del mensaje pubiicitarío principal,

.A.SÍ, cuando un proveedor emplea la frase ''reMncciones aplican'', si,n proporcionar un,,niecao,ismo

que perra,ita a los consumidores- conocer y tener acceso a la infonnación ad,icio,naI esencial o relevante
para la contratación de los-bienes o servicios otertad,os ; ó bien., el proveedor, habiendo esbiblecído.ei-,

mecaQ.ismo anterior, incluye condiciones generales de contratación que niod,iiicán, akeran, des

naturalizan, limitan o crean cualquier clase de variación esencial en cuanto la cierta conteniüa en el

anuncio original, y sí dicho el mecanismo no puede califícarse de idóneo, o se establecen cualquier

otra clase de barreras de acceso, pone en evidente desventaja ai consumidor que ha sido atraído a la
c()ntratación basado en ,la promoción ofrecida.

En este punto, este T,ribun,ai considera oportuno traer a cuenta la re-solución de fecha 13-0.1-21) i9

con re.feren.cla 7-2010 dé la Sala de lo Contencioso Administrativo en la que consideró: "El derecho

de consumo parte de la necesidad de proteger a los consumidores debido a la creciente vulnerabilidad
de éstos en las relaciones generadas en la economía de mercado contemporánea .

En la misma sentencia se e.stableció que: "LaXFC desarrolla im régimen especial de protección

sobre la base de las t m rr % económicas e m' formativas existentes entre los proveedores de bienes

V servicios frente a i i'y vonstm u res, estos últimos, enmarcadas en ana natural y clara situación de
desventaja con respecto ai-sp. ..I cros''.

Es a,sí que la referida Sala define a la asimetría iaíórmativa como aquella característica intrínseca
de cualquier transacción económica, en tanto que siempre en un mtimcambio de biemis y servicios,
habrá im acior rrt 'of in^onná(h i^üe otro.

Del, mismo modo en -,tiitenc! i deílnitiva del 8-07-2011 con referencia 3 ló-A-2004, em:itida por la

Sala de lo Conluiuoso Administrativo (SCA) definió a la asimetria inform,ativa corno un elemento,

snoimeco de las relaciones contractuaies entre productores o proveedores y consumidores, determina,

que en todo caso el consumidor está sometido a una condición de ■vulnerabilidad qué rebasa m
■ aiiionomta y voluntad real para contratar, circunstqhcia que, en definitiva Justifica la aplicación .ie

J



un principio protector (o con el de restablecer el equilibrio coníractual i asegurar el respeto de los

derechos del consumidord

"ÍV. COÑTESfACI5n"dE LA PROT

Se siguió el procedimieEto coosignado en el artíeulo 144-A de la LPC'^ asi como en los artículos

171, 172 y 180 Código Procesai Civil y Mercantil --en adelante C.PCM- y 1.00 de la Ley de.

Procedimientos Administratíyos --en adelaote L.PA respetando la garantía de aiidiencia y el derecho

de defensa de la denunciada, pues en resolución de folios S y 6 se le concedió el plazo de cinco días

hábiles contados a partir, del siguíeote al de la notifícación da dicha resolucÍD.ru para que incorporara

por escrito sus argumentos de defensa y presentara o propusiera la práctica de pruebas que esti.mara

conve.n::ien.te, la cual fue notificada a la misma en fecha 20/1.1./24 (f. 7): sin embargo, no hubo

pronunciamiento de la proveedora denunciada quien no compareció a ejercer su derecho de defensa,

pese habérsele otorgado lá opo.rturiidad. procedimental para hacetlol

\L HECHOS FR0BA1)0S/VM.0ÍE\C10N DE PRCHSA

1. De conformidad con los artículos .l46de .la .LPCy Mfoinc 3' de la 1 PX. la^ pruebas oportunas,

pertinentes y .conduce.ntes aportadas en el proeadimiento, sa.rán valoradas conforme a las reglas de la

sana critica; a excepción de la prueba doeuoiental, la cual se realizará confonne al valor'tasado de la

misma en el derecho común.

En ese sentido, ía Sala de lo Constitucional en la resolución final pronunciada en el proceso

acumulado con número de referencia 23-2003741 -2003/50-2()03./17-2005/21 -2005, de fecha

18/12/2009, en lo que concierne al valor tasado de las pruebas mencionó: ''Cuando la 'utuízación' de

¡a máxima de experiencia viene predeterminada porda norma prúcesal, haMamus dei sistema de

püíamcién denominado prmha tasada o tarifa legal; es decir, en la prueba tasada o tarifa legal, lo

que hiice el iegisladúr es proveer una de las máximas que deben integrarse ai razonamiento probatoriú

del ¡uez como la premisa, mayor del silogismo fimdamema! sobre cada medio de prueba el

legislador señala ima Usía de . m.ediús de prueba y a cada una le asigna un determinado y preciso

valor probatariú -certeza oipetiva-; es decir que, en este caso, arnparad(> en ki seguridad jurídica, el

¡eg!S(üd(>^v determina previamente la máxima de experiencia, aunque con di su nía fuerza dependiendo

de.laprueba de que se trate''(los vesaitBÚQS son propios)^

,  Dicho esto, el art 106 inc. 6"^ de la LPA dispone: ''Los documentos formalizados por los

Juncionarios a ios que se reconoce la condición de autoridad y en las que, observándose ios requisitos

legales correspondientes se reco/an los hechos 'corntatados por aquellos,. harán prueba de estos, salvo:

que se acredite lo contrario')



Además, el artículo 341 del CPCM determina el, valor protetorío de íos mstrumentos, así; "Los
imtrumentm públicos constituirán prueba fehaciente de los hechos, actos o estado de cosas que

documenten; de la fecha y personas que intervienen en el mismo, así como deljedatano o funcionario

que lo expide. Los instrumentos privados hacen prueba plena de su contenido >' otorgantes, si no ha
sido impugriada sti aíitenticídad o ésta ha quedado demostrada. Si no quedó demostrada tras la
impugnackmt los mstrumentos se valorarán conforme a las reglas de la sana crítica'" (los resaltados

son propios).

Finalmente, el artículo 63 del Reglamento de la LPC, viene a reforzar lo estipulado en el derecho

común ai establecer; Las actas mediante las cuales los funcionar ios de la Defensorio hagan constar

las actuaciones que realicen, harán fe, en tanto no se demuesti'e con prueba pertinente y sujiciente su
inexactitud o falsedad. El mismo valor prohatorio tendrán ios informes y otros documentos que emitan

los funcionarios y empleados de la Defensoría, en el ejerctcio de sus funciones.

2. Constan en el expediente administrativo los siguientes medios de prueba:

a) Acta N°0002662 (f. .3) de fecha 14/12/2022, por medio de la cual se establece que la Defensoría
del Consumidor, en virtud de la inspección realizada en el establecimiento propiedad de la proveedora

denunciada, constató que se hacía efectiva la promoción verificada sin indicación de su vigencia
(entendiéndose por ésta la fecha de inicio y fecha de finalización de la misma).

b) Impresión de fotografía tomada a cartel publicitario (t. 4), en relación a la promoción pnDhcada
por la proveedora, vincuiadá con el acta de inspección N''0002662 de fecha 14/12/22, con !a eua! se
establece el medio d.e comunicación y el incumplimiento de los requisitos legales mínimos coa que fue

dada a conocer a los coásutnidores la promoción que se lee: "20% DE 0 EiS AMíBÚLLS
Y GIRNALBAS mVBMB".

Respecto a la documentación, reiaeionada previamente, se advierte que esta no ha sido desvirtuada
por la proveedora, a pesar de haber tenido la oporttmidad procesal; pura hacerlo. Bn razón de lo anterior
se concluye que los citados documentos, ai tener una conexión lógica con los hechos alegados en la
denuncia, mantienen la certeza legal que ostentan.

'VI. AMÁLISIS f>E LA C'OMFKlURACIÓN DE V INFR \(tlON
.4.' Ahora^bieiñ este fribunaí estima convenienle realizar ciertas deínmtachmes eonceplualcs en 1

que al tema de promoción concierne, y cuáles son !a.s circun.stancias propias que contlguran el
coraetimiento de la infracción establecida en e! artículo 43 letra n,/ d.e la LPC.

Sobre el mismo, es i,mportante señalar que, desde una perspectiva meramente jurídica,
específicamente en lo que a derecho sancionatorio se refiere, se abordarán la tem.ática de promotion
Claro está, que dicho tópico puede ser abordado desde diversas áreas del conocimiento; por lo que



análisis rii.) pretende inmiscuirse en otro tipo de observaciones que no sean las estrictamente necesarias

para dotar de contenido jurídico, a la regulación puniti va que efectúa !a LPC.

Eo. primer lugar, y desde una perspectiva tradicional, del marketing, hay 4 componentes en .la

denorninada mezcla del marketing, a saber: a) producto, b) precio, c) promocióo, y d) dlstribiicion,

.Ahora, dentro de la promoción se encuentra la publicidad y la promocióri de ventas, (Kenneth E. Clow,

2010)\.E:n ese sentidoylos art.!Cii!os 16, 30 y 43 letra n) de la .LPC se encuentran, vinculados con ai

olti.mo concepto iBencionado -pramúcíón de ventas-"^

La pmmücbm de venías consiste en todos los incentivos ofrecidos a los clientes y miembros del

canal para est¡mu.lar las compras de productos, la cual ad.opta dos formas: la promoción para

con.som:idores y la promoción comerciaL. Para el caso que nos concieme, la promocióo para

consumidores se refiere a los incentivos.: que se oftecen dírectameixte a los clientes existentes o a los

posibles clientes de la empresa. La .prom.ocion para consumidores está dirigida a aquellos que

realmente usan, el producto, es decir, los usuarios finalesr Una. de las metas principales de un programa

de promociones dirigidas a ios consumidores es persuadirlos de dar el üitimo paso y efectuar la comp.ra,

(Kenoetii E, Clow, 2010)i

\s[mismo, es Importante señalar las dos categorías más generales de promociones para

consumidores, a: saber: a) las que se hacen pa.ra fortaíecar ta franquicia y b) las que se hacen para,

generar venias, ' .

Para el análisis que concierne a este procedimiento, las promociones que se hacen para generar

venias ̂ 5. centran en las ventas Ininediátas. más que en el valor capital de marca o en la .lealtad, por

.medio de descuentos, cupones, .reembolsos, devoluciones, premios y otros incentivos, (Kenneth í;L

Clow, 2010),

..Por co,ns!giiientej es desde esta perspe€ti:v.a^ promoción de venta, que deberáii estudiarse los

siipuestos que dan cabida a la aceióii típica eoiisigíiacla m el artículo 43 letra, n) de la .LPC,

. IL Delimitado conceptualmente el ámbito de conocimiento de la infracción otyeto. de estudio,

corresponde ahora referirse a algunos de ios supuestos deierminados en la ley que dan origen a. la

m.isma.y ■ . ■ ^ : ■

.Antes, de todo, es importante hacer la siguiente acotación: en reíación con las pronioeiooes y

ofertas, de acuerdo a la regulación contenida en la LPC, estas están, sujetas a dos principios: el de

vcracfoad v c' de temporalidad. En ese orden de idmm se venido sosteniendo que para que se te.nga.

por cMaolvcida la c« sifigurqción de la infracaión. piv. v isu n el artícii.l.o 43 .letra n), se debe tener como

pmm NU que la lu turaleza y esencia, de. las ofertas y promociones es reportar una ventaja comparativa

"Scnneth S CL>vv, 0/8. (20.10), Pubiicidúd, promúcíón y camumeactán íntegrai en Nléxjcp;

" ' ■ ■ ■ ■ ^ ' 6 ■



ai consumidor, y su carácter extraordinario es Ío que permite que el comprador tenga un incentivo

para llevar a cabo la transacción. De esta manera, se ha entendido que no^ existe ninguna ventaja si

los bienes son vendidos o los servicios prestados en las condiciones habituales y, por ende, no se estaría

en presencia de una promoción y oferta.

Dicho lo anterior, los artíeulos 16 y 30 de la LPC, principalmente, determinan los aspeetos

obligatorios que los proveedores deben infomar ai. mottieEto de efectuar prom.ociones y .ofertas

especiales de bienes o servicios. -

En ese sentido, el artículo i 6 establece lo siguiente:

''^Requisitos de Ims promociones y ofertas.

Art. 16.- Todo proveedor al establecer las óláusulas, cúndiciones o estipulaciones de las

promociones y ofertas de bienes o servicios, y las cláusulas no negociadas individualmente, relativas

a laie.t bienes o .servicios, deberá cumplir bis siguicme.s rt'quii¡(o.s:

a) Concreción, claridad y sencillez en la redacción, con posibilidad de comprensión directa;

b) Buena fe yjusto equilibrio éntrelos derechos y oMigmiones do ¡as partes, lo que en todo

caso excitará la utilización de cláusulas abusimis; y

e) No ciyndicionar la promoción u oferta a la erürega o no del recibo, copia o documento que

acredite la operación.

Idi Cliso ue líuáa el .scardo iie la t'hmhx't'tn u Oferta v ¡.niendcfa o '¡n r d^l

comumidoN.

Por su parte, el articulo 30 csiipula:

"Infbrmaeión de promociones

.-irt. sO- Cuando yt- tratare de prenociones y ofcnat especiales Je bienes (» si,nieios. los

comerciantes estarán obligados a informar al consumidor las condiciones, el precio total o los

elementos que lo hagan determinahle, la durack'm de las mismas, por cualquier medio de publicidad

o mediante avisos o c,írteles ti/i¡Jos en lugares vi\ible.s Jl l siahieeinuento o etiquetas adti. naas a io\ \

bienes".

De manera general, sin que ello comprenda todos ios supuestos que ta le> > la casuist:i.d pjcdan

arrojar, se proceden a explicar k\s que en la praxis suelen darse con frecuencia Postctionnerne --e,

harán las consideraciones necesarias e.a. el caso concreto.

i. En cuanto a las condiciones, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el artículo 16 letra a) d.e. lá

Í..,PC„ según el cual; "Todo proveedor al establecer las cláusulas, condiciones o e.stipulacione.s de las.

promociones y ofertas de bienes y.servicios debe cumplir ¡os siguientes requisiios: a) Concreción,-
claridad V sencillez en la reducvicm, con poSíbiliaad de cotrtpwensión directa ^ .



Corno se mencionó anieriormente, en cuanto a las condiciones aplicables a las promociones u

ofertas especiales, es importante considerar lo sostenido por este Tribiinal mediante la resolución de

tas 08;4 í horas del día 06/01/2009, eti relación a la utilización de la frase "restricciones aplican"; en la

que señaló puntualmente que dicfm frase tiene como sustemo la imiabilidad de dar a conocer

tales limitantes en el marco de la brevedad propia de los anuncios publicitarios. El problema de las

remisiones haeia fuentes informativas distintas del animcio examinadó, implica cargas para ei

consumidor al verse obligado ci adopíar medios distintos a la piiblicidud original para poder obtener

parte de la información relevante para la oferta; debiendo considerarse además la factibiluíad de

acceso a la misma por parte de ios cinisiinndores de acuerdo al segmento de mercado al que

pertenecen." ■

Respecto de dicha resolución, la SCA confirnió la legalidad de !a mismaiijedlante resolución 2 /4-

2009 de fecha 14/11/2012, en lac|ue además sostuvo:' j que un arnmcio publicitario debe poseer

la información necesaria para que l.o.s consumidores m tengan que recurrir a otra ciase de medios

i'tira umwlementar ¡a información iniciaí, por lo tanto al tener que recurrir a esta acción significa

que ha omitido informar de una manera clara y adecuada a ¡o ofertado por el ftrqveedor, por los

anguiremo,^ expuestos e.s que e.^ta Sala considera que ia conducta por ta acíora es lUentaUn-ui al

lunutio de ser debidamente informad'-^

2. hti relación ai precio lolu! o los vkrtetU s que lo tragan determinahíe, conlleva a que debe esuir

lo süiicicnícricntc clara la cantidad que ci consumidor pagara por ¡a prestación de un servicio o la

adquisición de un producto, máxime en aquellos casos en que se da la feciüdad de pago a plazos, perc^

donde .íinieamente se determinan las cuotas que se deberán cancelar, mas no se indica el tiempo ni el

valor total que los consumidores sufragarán. Lo anterior, supondría una desventaja informativa para el

consumidor, lo que pudiera incidir a la hora de tomar una dcci.sión de consumo. Configurándose, en

sentido material, un mcumphntiento del proveedor respecto a e.sta exigencia.

Aítora, en la practica también se utiliza la modalidad de promoción y oferta estabieciendo

porceurajcs de descueraos, dicho elemento hace detenmnable el valor que el consumidor pagará por

un bien o prestación de servicio; por eonsiguiente,»> implicaría una mobservancia a este requisitta,

?. Bn lo que respecta a la vigencia, esta cxiguncta es praciicamente la esencia de estas propuestas

de coniratacion, pues siguiuca que el proveedor ofrece una ventaja extraordinaria al consumidor, la

cual podra ser gozada en un periodo de tiempo cspccillcamcme detenninado o que puede ser

determinable.

Bn CSC orden, en la práctica, para establecer la vigencia de una promoción se han di.stingmdo

básicamente, dos tbrmas --sm perjuicio que piiedan vialumbrarse otros, esdécir, no es una lista ta,xativ.t ■■

: a¡ plazo cierto dctenuixmdo--y b) co,tidicionante~-deterrninable---..



a) Se entiende a plazo cieno, cuando se estipula una fecha de inicio y de finalización. Ahora bien, j
muchos proveedores suelen consipiar sólo una fecha o referiTse a un mes, dsa festivo, período
vacacional o celebración, entre otros; lo cual, devendría en un incumplimiento de este requisito. A

manera de etemplo, las expresiones como: " Válido hasta el 31 de agosto", "P'áikio a parar ael i de
septiembre", "Válido sólo este mes", "Válido sólo este día", no serian suíícientes para tener por

cuniplida dicha exigencia, pues en. la priniera no se consigna la feclia de inicio; eti ta segunda, la de
finalización; y, en las tfltimas dí)s, no tienen ninguna fecha. Se hace én:íasis, nuevamente, en que deben
tener fecha de inicio y finalización para que sea CDuforme a la LPG.

b) Se entiende v.igencia bajo condición, cuan.do la promoción subsiste mientras no se dé un
supuesto de hecho específico—estipulada en ella— que le pone ím a la misma, hjemplo de lo anleriot
es la muy utilizada .frase: "Hasta agotar existencias". No obstante, esta últimá debe ajustarse a los
.requisitos, y principios establecidos en la L.PC para poder considerarse válida.

Sin pet'juteio de lo anteri.Qr, este Tribunal tiene a bien aludir a lo que se ha dicho en derecho
comparado. Al respecto, en la resGluGÍQ.n de fecha 08/11/2:022, en el caso identif icado como N 044-
2006/CC.D del INDECOPI (Instituto Nacional de Defensa de la GompctLi cía y de la Protección de la

Propiedad. Intelecmai), la Com/isión indicó que si. bien Ripley mctii} - -:n.. .iuración para la promoción
anunciada ésta fue condicio:aada ai agotamiento d.e una cantidad, de untclades disponibles que se

encontraba indeteríiiinada luego de un. análisis integral y superficial de! anuncio cuestionado, tn
consecuencia., se observó que, ante la percepción del consumidor, la daraeión para la pTOmoc.iÓB

anunciada no se encontraba planteada con la claridad qtie exige el principio de :v:erackl»d, a

efectos de .que .los consumidores pudieran acceder a información relevante y necesaria para
adoptar una decisión de consumo adec.uada:mente meditada y, en consecuencia, satisfactoria a
sus .intereses.

De ahí que, para estos casos, se vuelve necesario aeompáfíar esta frase con otros ele:m.entos
i.n:fonTiativos más precisos que hagan previsible la finalización de ta promocton; y, sobie todo, que
sean ciaros y concretos,, con posibilidad de comprensión directa, tal como se colige de lo señalado ,en
ios artículos i 6 letra a) en Fciacmn ai artículo 30, ambos de la LPC, •

C. Con base en. los elementos probatorios previamente señalados y en virtud de la presunción de,
certeza que goza el acta de u ̂p^.tc.iófl de la Defensoría del Consumidor, a.sí como de los documentos
que forman parte de la , misma, en el caso concreto, 1.a impresión de la fotografía tomada del cartel
publicitario, de la pro.moción realizada por la proveedora denunciada, que se lee: "20% BE
DESCUENTO EIN Am.BOLES Y GIMNALIMS NAVIDAD", este Tribunal establece que existe

prueba suficiente para determinar que, Brittallway, S.A. de C,V., incumplió la obligación regulada en
i el artíoilo 30 de la LPG; "Cuattdo se tratare de promociones y ofertas especiales de bienes o servicios,.



líis comerciúmes eslaran obiigtidos" a nifinmar al consumidor las cotuitciones el precio tohd ios

elementos que io hagan determinable, la duración de las mismast por cualquier medio de publicidad

o mediante mdsos o carteles fijados en lugares visibles del establecimiento o etiquetas adheridas a ios

bienes'" por cuanto la, proveedora realizó una promoción sin brindar la infon-nactón mmiraa

requeridaj es decir, incumplió la obligación establecida en la referida disposición legal al haber

omitido coasignar'la vigeBcia de la inisiBta.

En coQciusic>n, ta referida omisión, pudo inducir a error a los consumidores en cuanto a la toma de

sús decisiones de consumo, particularmente, respecto a la expectativa del beneficio ofrecido por las

promociones.

Teniendíj en cuenta '!o expuesto anteriormente, sobre la base de los hechos probados con tos

documentos agregados a fs. 3-4, se concluye que la proveedora, efectivamente, realizó promoción u

oferta especial de bienes, en contrave,nción: a 'lo dispuesto en ia LPC, Lo anterior, configura la coiiducta

ilícita establecida en el artículo 43 letra n) de la LPC.

1), Ahora bien, establecida la conducta ilícita, es importante hacer referencia al principio de

culpabilidad reconocido en el artículo 12 Cn, que prescribe; «[t]oda persona a qmen «mpute un

delito, .se presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley > en ■licio
público, en el que se le aseguren todas las ga.rantías necesarias para su defensa,^. d:í>pos;cion que es

■ aplicable no stjio en el ámbito penal, siño además en el administrativo sancionador pstnter.cia ue :nc,
3-92 Ac. o~Q2 de la Sala de lo Constitucional, doce horas del 17/12/1992).

fin este sen.tido,, ia Sala de lo Constitucional respecto il -ri"CÍpÍG d.e culpabilidad eii materia

adniini.4rativa sancionadora ha expresado que «[eji principio mv culpabilidad en esta materia supone

el destierro de las diversas ífermas de responsabilidad objetiva, y rescata !a operatividad de dolo y la
cuipa como fonnas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la máxima de una responsabilidad

personal por fleches propios, y: de forma correlativa un deber procesal de la Admitiistradóii de
evidenciar este aspecto subjetivo sin tener que utilizar presimcíones legislativas de euipabilidad, es

decir, que se veda posibilidad de utia aplicación automática de las sancivuics únicamente cn ra/ón del
rebultado producido» ísentencia Je Inc. IS- 2008 de Sala de lo Consiitucienal doce h 1 veinte

minutos del 2A04'20131.

Cabe destacar qiic una de la sub-categorias o corolarios del principio de euipabilidad. es la

re,spttnsal)ilidad por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita como .se denomina en ia doctrina

administrativa sancionadora. Este principio implica que la sanción únicamente puede recaer a quien

cn forma dolosa, o culposa Ha participado en tos hechos que Configuran una acción ilícita; así lo expone

Meto a* refcnr que » fc|l gravamen que la sancimi representa solo podrá recaer sobre aquellas
Ipcrsvuiasj que han participado de forma dolosa o culposa en los hccho.s consiiiiitivos de infracción.



Por lo tanto, no es posible exigir responsabilidad por la sola existencia de un vínculo personal con el

actor o- la simple titularidad de la cosa o actividad en cuyo marco se produce la infracción. La exigencia

de individualización, de la sanción, supo,ne un veto a la responsabilidad objetiva» [Nieto, Alejandro,

Derecho Administrativo Saneionador, quinta edición totairaente retomada, Madrid. Editorial recnos,

p, 329,2011]. En este orden, confcnne ai principió de culpabilidad solamente responde el administrado

por sus actos propios, de este mv>do, se repele ia posibilidad de Gorisíruir laa responsabilidad objetiva

o basada en la simple relación uausal mdepeadiente de la voluntacl del autor. Ln congruencia con, lo

expuesto, en el Derecho Administrativo Saneionador, debe respetarse el principio de culpabilidad, de

tal suerte que el elemento indispensable para sancionar un actuar, es la determinación de ia

responsabilidad subjetiva, (Sentencia e,mitida en el, proceso 90-2014 por la SCA, a las catorce horas

cincuenta y uno minutos del 24/10/2019).

En relación con el tema de la responsabilidad subj,etiva de la proveedora denunciada, este i ribunal

considera necesario siáíizar si la misma ha obrado dolosa-o- cuando itienos culposameníe; es deci,r, que

la transgresión a la iiGrina haya sido querida o se deba á ímprudeneia o ne_htv,n<.!i P )i ttnro la

existenc,ia de un nexo de culpabilidad constitiiye una condician para la conogu'-icion ic ia n jcta

sancionable.

Ahora bien, en el presente procedimiento no hay elenicnKvs silficientes como para detcimin.ir que

tal omisión haya sido producida de manera dolosa. No ob'^tante, a partir de los hcch^ii. prendóos s las

circiHíStancias en qut ic dieron l<'s nii->rnos, ha quedado v tabkcido el cometunia>t" de la in)racxiv.n |

de manera culposa por parte de ia proveedora, pues ha existido un délicit de orLdíii/acmn. de tnooc

que su conducta es reprochable cuando no se toman las medida suficientes par t impedir que se cometa

,ta infracción, hri otra;5 palabras. !a proveedora Brittallway, S..\. de t tiv' acretliio una correcta
organizacióo, a efectos de impedir la concurrencia del ilícito. i

VIL PAR \MFTR<)S PARA LA DETF.RMLNACION DI' IA S VNdON

Como sc expusi. en los acápites precedentes, se estableció la vomision Je 'a iiifatuon grave

contenida en el ■art,iculo d,! letra n) de la LPC, io ctia,l se sanci:on,a con ttiulta hasta de doscientos salarios;
m,inimos mensuales urbanos en la industria (articulo 46 de la LPC); por eonsigiiiente, es tacuiiad 0,0.
este IVibunal determinar la sanción y cuamiUcar la mulla que corresponda, a la lu/ Je los parámeiros
esiablecidos en ia I PC. sU reglamento > la jurisprudencia aplicable.

Así, el artículo 49 de la LPC cxstablece ios criteriDS para la determinación de la raulta, siendo estos:
tamaño de la empresa, el impacto en los dérechos del eonsuraidor, la naturaleza de!'perjuicio causado-
o grado de afectación a la vida, salud, Integridád o patrimonio de los consumidores, el grado-tíe
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intencionalidad de! infractor, el grado de participación en la acción y omisión, cobro indebido realizado

y las circiffistancias en que ésta se cometa, según sea el caso.

A continuación, se concretará cada imo de ellos, en lo aplicable al presente caso:

. . íl Tatmñú de !m empresa.

Según la Ley de Fomento, Protección y Desarrollo de la Micro y Pequeña Empresa (ley N4>pe) en

su artículo 3 define a las micro y pequeñas empresas de la siguiente manara: ''Microempresa: Persona

nattáral o ftirídica que opera en los diversos sectores de la economía, a través de una unidad económica

con un nivel de ventas brutas armaies has ta 4d2 salarios mínimús mensuales de mayor cuantia y hasta

10 irabajadores^ Pequeña Empresa: Persona natural o Jurídica que opera en los diversos sectores de

la economía, a través de una unidad económica con un nivel de ventas brutas anmles mayores a 4

y hasta 4,817 salarios mínimos mensuales de mayor cuantía y con un máximo de 50 trabqiadores 'i

A partir del análisis de los documentos que constan en el expediente administrativo, no es posible

encajar a la proveedora Briilallway, S.A. de C.\3. en ninguna de las categoría> antes citadas, por no

contar este Tribimai con la docuineotacióri financiera requerida para efectnar dicho cálciiio, pese a

haberse sohcnadO: con autcriuridad segoii consta en la resolución de inicio del procedirniento

sancionalorio de mcriio {fs. > 6). t,s decir, en el presente procedimiento administrativo sancionador

la :)ro\ccdora iníractora ha mosirado una conducta procesal, que evidencia el incumplimiento de su

deber a prestar ta colaboración que le es requerida para el buen desarrollo de los p^occdim¡enu.^•^ laru

17 numero :> de la LP.A), por haber omitido presentar la información solicitada por esta aiu^}ridad

sancív. nadora. a efectos de establecer la capacidad económica que tieoc para asumir la multa.

t onse^utruemeoie. este Tribunal, se ve impedido de clasificar a la proveedora de confbrrnldad a

los parámetros del artículo 3 de la Ley .MYPE. Pese a lo antes indicado, con el objeto d.e complii su

obligaciori .de. resolver, de conformidad a los principios que rige.o el ius ptmiendi, se reali/ari una

interprvtación pro administrado, por lo que, íinicamente para los efectos de la cuantificación de la.

multa. Tribunal procederá a considerar a la proveedora como una mícroempresa. giiardarulo e!

eouihbno entre la finalidad disuasrnia de la sanción pecuniaria \ e! inincipio de proporcionalixlad de

duba medida

k Grado de iBíencmmalíiiad de la imfrmcíora.

} ̂ 10 rribuiH.1 considera este elemento en.el sentido de aiializar si el sirieto ha obrado dvioye o

cuando meno> ̂ ulpONamente: es decir, que la transgresión a la norma ha>a sido querida o se deba a

imprudencia negligencia del sujeto. Por tanto, la existencia de un nexo de culpaDilidad constitinc

una condición para la configuración de la conducta sSancionable,

Asi. en reiteradas ocasiones este Tribunal ha establecido a través de sus resoluciones, confonnc a

lo d!>puehto en el aitíeulo 40 iiicisd segundo, da ta LPC, que las ioixacciones a.dmiiiistraliva.s son
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sdricionabies aun a titulo de simple negligencia o descuido. Cn esc orden, del análisis de lo» hechos }

documentaGión agregada al expediente, este Tribuna! determiné una mttimión negUgenie por parte ,de

la proveedora, pues como propietaria del establecimiento, es la prtncipai résponsabje de adoptar las

medidas necesarias a electo de dar cumplimiento a 'Ias obligaciones que impone ia ley de la materia,

como es la de reálizar promociones y ofertas que cu:m,plan con los parámetros legalrnente establecidos,

esto es, que especifiquen la v%e«cía de las mismas.

c. Gradú de participación en la acción u omisiéñ.

A partir de un examen del presente e.xpediente administrativo, queda demostrado que ci grado de

participación en la comisión, de ta infracción por parte de ta proveedora, es directa e indnuiuai, pues

se acreditó que en eiestablecimienlo de su propiedad ■—• DOLLAR CE\'TER Má.RSELLA- - se cometió
la acción prohibida en el artículo 4,3 letra n) en relación con e! artículo ,10. ambos de la LPC, consistente
en realizar promociDnes sin determinar ia vigencia de la misma, circiinstancia que pudo haber inducido,
a error a los consumidores al m,oinento de requerirla.

d. Impacto en los derechos del comumidoty naturaleza del perjmcio úcasmnad&.
El papel del consumidor es esencial pai t d desarrollo de una ecoflGrQ,ía social de metxado.. En.

dccío. la compctcncu nn e» xara cosa que la pugna ^ntre competidores por captar la prclciencu del
mavor número de consumidores; razón por la cual la decisión libre del co,nsumido,r va a ser
delerminanfe en el resultado final de esta lucha. No posibli- imagiitar un sistema eGonómico de este
upo sin entender que sti ílgura central es el consumidor.

I sid función que cumple el consumidor dentro del meitadn, pot ur !ado e\ ge al Lsi.tdu que, !
mediante un rol promotor, generé las condiciones para que los pnneeJoros nrinden a v,onsurnldor j
información veraz, acerca de los productos y servicios que ofrecen cn el mercado fot oír. lado, Í0Si|
consumidores, conscientes de! papel que cumplen en la economui y Je la 'rascendcnvia dd tii.»mu para j
el eorrecto fuñeionamtentó del proceso competitivo, deben tener un comporlanucrti^ activo,,i
requiriendo de los proveedores mayor y mejor información, a fin de que éstos mejoren la calidad de;
.sus productos yo servicios en ,con.secueneia, contribuyan al desarrollo de los mercados y A Jai
consolidación dd sistema económico.

La obligación de brindar informucüm veraz se sustenta cn d hcchu de que esut rcpcicuie cn una
mayor transparencia en el mercado, lo que a sü vez tacilita al coiistririMor la adopción de decisiones
de consumci adecuada,s a su.» intereses, generando de este modo una mayor competencia entre los
agentes económicos. • ■ ■

Por otra parte, en el .mercado, los agentes económicu» cuentan con una herranucnia pnricipal a:
. través de la cual iníorman a los ctjnsumidores sobre la existencia de sus bienes >•»' su.^ servicios. L.lla

~ {es la actividad puhlicitaria. la misma que consisiv en dar a conocci su» oiertas } pcisuadi: a lO»
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consumidores para que contraten ías mismas. Sin perjuicio de lo anterior, la actividad publicitaria

igualmente resulta ser una héiramienta' para reducir la asimetría informativa existente entre los

consumidores y los proveedores de bienes y/o servicios, dado que procura que los destinatarios de la

publicidad tomen sus decisiones de consuma basados en la satísfaccjón de sus necesidades y/o ei ajuste

a sus intereses.

De este modo, a través de la publicidad com.ereÍa:l se mforma al público en general, de la existencia

de uif determinado producto o servicio, lo que ayuda a redncir los costos de transacción de acceder a

infonnacióti en que deben iocurrir los consuniídores pan idquiriry contratar bienes y servicios. La

publicidad comercial conlleva una finalidad persuasiva que es la de atrati tli nteia mediante la

presentación de ías caracterisíicas favorables y ventajas de los productos o crs i^ios ofrecidos o la

exaltación de sentimientos en e! consumidor que puedan ser vinculados con aquello que se ofrece,

l-inaimcnie, al ser la publicidad comercial parte integrante de la actividad empresarial, es un

tipivo de competencia, pues constituye una de las herramientas que disponen los oferentes

paia d^sciar la clientela hacia sus productos o servicios, y agí incrementar su participáción y poder en

el tneteadu \, consecuentemente, sus ganancias. De acuerdo a lo anterior, la publicidad comercial

resulla ser un elemento esencia! para que el sistema económico funcione adecuadamente. Es por ello

■que las aíirmaciones que se consignen en cada uno de los elementos pubíicitariós necesitan ser veraces.
En ei caso concreto, es pertinente señalar que la conliguracíón de la infracción administrativa

relativa a realizar promociones u ofertas especiales- de bienes y servicios, en contravención a le
dispuesto en la LPC —artículo 43 letra n) de U LPG-—transgrede el derecho de los consutitidores a
recibir del proveedor la información compicuu precisa, veraz, clara y oportuna que determine las
caracten'stica.s de los produetos y servicios a adquirir, y si bien no se ha probado la configuración de
un daño concreto a una persima en particular, este Frihunal reallmia que la acción que deóne la
inlraccioti consiste en realizar promociones iiofertas especiales sin la información mínima legalmente

establecida en relación con el producto o serv ici* ■ que se intentaba vender v esto es capaz de ocasionar
un perjuicio en el colectivo de consumidores a quienes iba dirigida la promoción examinada.

la uitniccion admini.straliva atribuida a la parte actora es la realización de pronioctotics u ofertas
especiales en contravención a lo dispuesto en la LPC. í'ai como se señaló supra. a partir del articulo

30-de' la LPG la proveedora está obligada a infonnar al consumidor las condicione.$, el precio total o
los élementos que lo lugun dcterminable, la duración de las nnfrmas, por cualquier medio Je publicidad

mediante avisos o carteles lijados en lugares visibles del establecimiento o etiquetas adheridas i 1 ,

bienes.

Cñ.'nforme con la delimitación típica realizada, la imposición uc: la multa respectiva obedece a la

consiaiacion de la fak.i de la infonnacióri mínima requerida por la lev para la realizadrtn de ¡a
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promoción u oferta especial, es decir, basta con advertir que se incumple alguna de las condiciones

esenciales exigidas por él art. 30 LPC.

En consecuencia, resulta indiferente comprobar si se ha causado un perjuicio concreto a la esfera

jurídica de ios destinatarios de la promoción, ya que el solo hecho de constatar la falta de información

completa, y ve,raz sobre la prornoctón causa un perjuicio potea,c!al capaz a inducir a error o confusión

sobre el contenido de la promoción ofrecida al público.

En este punto, debe recordarse que la SCA., en su jurisprudencia, ha afirmado que el legislador,

atendiendo al bien jurídico a proteger, puede clasificar las coriductas en infracciones de lesión e

infracciones de peligro (concreto y abstracto). I..a ubicación de la infracción en cada clasificación

dependerá de la descripción típica que haga el legislador.

Así, las {tifracciones de lesión exigen demostrar la lesión efectiva al bien jurídieo tutelado; las de

peligro concreto constituyen supuestos en los cuales se exige el peligro efectivo sufrido^ por una

persona en especffieo; en las de peligro abstracto ei legislador, atendiendo a la experiencia, advierte

una, peligrosidad general de la acción típica para un deteminado bien jurídico, a partir de una

valoraeiDn probabilística, por lo que con la tipificación se dispone adeianta,r la barrera Q.e protección

sancionando el accionar, sin esperar la realización de un peligró concreto de una persona detcnninada

o de la lesión efectiva.

,En congruencia con ello, se advierte que la infracción administrativa relativa a realizar

promociones u ofertas especiales en eonlTavención a lo.$ dispuesto en la ,LPC -artículo 43 letra n) de

la, LPC- pone en peligro, de forma abstracta, ios bienes Jurídicos de los consumidores, sin que sea

n,ece.saria una afectación concreta; este eriterio se sustenta en la natairaleza asimétrica del derecho de

consumo y, precisamente, en la asimetría mfcínTiatrva que los consumidores padecen (Sentencia,

emitida el 08/01/2016, emitida en el, proceso contencioso adm,i,nistrativo de referencia 344-2010). ,

En e.ste orden de ideas, y tómando en cuenta iajurisprudencia a,ntes referida, se puede afirmar que

para imponer la sanción Fespeetiva en el presente caso y, además, para graduar la misma, (a) no ̂.s;

necesario comprobar ni justificar una afectación CQ,ncreta, y material en la esfera de ios coiisuinidorc'»,'

derivada d,e la realización de la promoción u oferta especial; (b) ni que existan denuncias de personas

que hubiesen, contratado los bienes o servicios ofertados por ,medio de la promoción. ,A.sí, la infrai.c\>n:
administrativa sancionada por el Tribunal Sancionador es una inpi.uaen de peligro aosrracto' hana

constatar la mera realización de la prúrnóción sin cumplir con uir eoniiiaones minimus 'iias

lembnente para ¿generar el riesgo de que ¡os consumidores consideren que se está oncuendo >m

producto o servicio con características ventajas o beneficios que en realidad no posa dtuanu m
período que no corresponde y quitándoles la posibilidad de determinar el precio de I. onecido.
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impacto o afectación abstracta de los derechos del consumidor que implica la puesta en peligro de los

bienes jurídicos protegidos por la LPC-.

En ese orden, es peitmente señalar que la infracción administrativa relativa a realizar promociones

y ofertas especiales de bienes y servicios en contravención a lo dispuesto en la LPG, en relación a

cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 30 de la LPC, aun cuando no se materialice algún

tipo de perj uicio a los consumidores, se configura con la sola inobservancia de la nonna imperativa de

consumo al acreditarse la.omisión de los criterios legalmente establecidos en la promoción de venta

sometida a estudio.

En el presente caso, este Tribunal estima que la falta de ia infomación en relación conin duración

de ia prúmoción mrdlízaáa, es capaz, de generar error en los consiiiiiidores por haberse constatado la

omisión del contenido mínimo reievante para acceder a ia misma.

& Cobro indebido realizado, las circunstancias en que esta se comete y el beneficio que obtiene

el infmcíor.

Este parámetro será considerado según lo establece la Sala de Constitucional en ia sentencia de

inconstitueionalidad de ref. 109-2013 de fecha 14/01/2016, .en la que señala que uno de fictmcs de

dosimetría punitiva es: el beneficio que, si acaso, obtiene e! injfactor con el hecho " ( otifurme

a eílo, deberíamos tener en cuenta el volumen de ingresos de la inífactóra por la comerciahzación ̂ !e

los productos promocionados, esto constituiría el beneficio ilícito obtenido por la intfaciura.

Asi, para e! caso que nos ocupa, no se cuenta con la información objetiva de los volúmenes de

venta de productos respecto de dicha promoción y aun teniendo dicha información, esta no sería

necesariam.ente consecaencia directa de la conducta, infractora, pues existirían otros factores como la

acción de sus promotores o la combinación de precio y calidad oífecidos por la infractora que pudieran

intervenir. Por tanto, una comprobación exacta, de los beneficios derivados de la iafracción cometida

por la proveedora .Brittallway, S.A. de C,V,, no podría definirse objetiva e indubitablemente en

términos de los ingresos derivados de las ventas por la promoción anuaciada.

En suma, dado que no se ha podido determinar a cuá.n.to ascierideii las gaiia.o.clas directas obtenidas

por la pro veedora como consecuencia de ta implementacióii o realización de' la promoción que ha dado

lugar a ia configuración de la infracción, este Tribtmal procederá a imponer una multa partiendo de!

^upue.Nío que las promociones se diseñan y efectúan con el objeto de generar ganancias (promoción, de

\cnía%. v.n lénntnos precisos, tal como se desarrolló en el romano PI, letra B), es decir, es un hecho

noíiirio que .a las empresas las define el ánimo de lucro'y que las promociones buscan generar

gananci<is, por lo.cual se tendrá por acredííado el extremo relativo a que la proveedora é-fectivamente

obtuv.,' mr beneficio con la prom.oc.ión examinada, aspecto que será tomado e.a consideración para la

deternxinación de la sanción. ' ■
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f. Finalidad inmediata o mediata perseguida con la imposición de la sancién.

Mediante la multa impuesta, este órgano pretende disuadir a la peoveedora Britiallway, S.Á. de

C. V., quien ha cometido la iiifi-accióii descrita en el artículo 43 letra a) de la LPC,'con el fin de evitar

futuras conductas prohibidas en detrimento de los consumidores y que adopte tas n^edidas necesarias

a efecto de dar cumplimiento a' las obligaciones que le impone la LPC,

Aderaás, es menester señalar que este Tribunal, con la imposición de la sanción —inulta— busca

prevenir futuros incumplimientos a la LPC como el que nos ocupa, máxime ciiando toda proveedora

de bienes y servicios se encuentra en la obiigacicjti de realizar promociones ii ofertas espec-iales de

conform'dag i.on lo dispuesto en la LPC, es decir, la multa a imponer busca potenc iar c'. cumplimiento

de las ( Wi^iciones de información que tiene toda proveedora, las cuales implican 'a tcah^aviun Jt la--

promociones eon las que pretende incrementar sus ventas bajo los ■parámetros it ^ale^ et. vkxit vi«ii e'
fin de salvaguardar el (ntcréh general de los consumidores.

En tal sentido, habiéndose verificado que la- infractora es una persona jurídica que ha sido
catak)gaJa como microempresa según en el anállsi.s realizado en el romano VII literal a. de esta

• resolución, que pretendía obtener ganancias a partir de la realización de una promoción que no cumplía
k->.s parámetros legalmente e.siablecido-s, pero considerando la imposibilidad para establecer a cuánto

1 ascienden las utilidades generadas como cottsecuencia directa del aliididi. incumplimientti. > en visu
que para la contiguraci'-m de la infracción no se requiere la cttmprobacion cic un daño o aicctacmn
concreta en un puri'ct l ir smo que basta cum la sola ci'ai.statacion del incumplitnicnio vio la lelacionaoa
Obligación legal, resulta razonable la imposic'on de una sanción proporc onal a la sola \ert:lcac!ori Je
aludido qucbranrannenio

"Víll. "DETFR\1!V \f IOV DF 1.4 IVFRAÍCIÓV \ Tí A.ÑfIFiC 1)F I \ \U'Fr4

Este í ribunai n us de 11 sana critica aiticulo 1 16 inc 4" de la i Pl \ habiendo viT.stderadu

los elcntcnti'S deí arlici.lo 4'^ de la i.PC. orocedtra a rcaliotr el calculo de la mu,ta a imponer a ki

'nSractora BrittalNay, S.A. de CA., pues se ha determinado que esta brindaba a los con-,umKk>res
una información ircoiupleta que no se ajustaba a los parámetros Icgaintetiie esiabieeidos, pues omina;
■.'indicar a los consnniidores la \ igcttcía de la referida promoción. . , . ■ -' ■ ■

En tal sentido, hahicitdo concluido qia la infracción cometida es catalogada como grave. Lt cual cs
sanctonable con íTitilla de 3(H) salarios mínimos urbanos de! sector mdusiria. confonne al artícuto 46;

de la LPC; que la pnnecdora es unapersona jurídica cuya capacidad económica, para efecto;. Je este
procedimiento es - - por presuncón— la de una microempresa-, que en razón de! grado de
inteneionalidad ue la conducta cometida por la proveedora, no se acredito el dolo sino negligencia;
ciie ésta incumplió con la obligación Je realizar una prrimocion coit los -cquisiii > miiiimo'-
csublecidos por le>; > que para !a configuración de la intracción no se requiere la conip-ubaciott Je
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un daño o afectación concreta en un particular, sino que basta con la constatación del incumplimiento

de la ceiacioíiada obligación lega!; resulta razonable la. imposición de una sanción proporcional a la

sola verifícaciófi del aludido quebrantamiento.

En línea con lo expuesto, es necesario señalar, que el principio de razonabilidad establece que las

decisiones de la autinidad deben adoptarse dentro de ios límites de sus facultades y raanteaíendo la

proporción entre Uss medios a emplear y ios fines públicos que debe tutelar. En consecuencia, este

Tribunal considera que en el presente procedimiento administrativo sanc.ionado.r resulta pertinente fqar

una multa cuya cuantía resulta idónea, necesaria y proporcionaí para la consecución de ios fines

coestitiicionalmente legítimos —efecto disuasorio---, previniendo así, situaciones en donde la

comisión de la conducta prohibida por parte del sujeto tnfractDr resulte más beneficiosa que el

cumplimiento de la norma misma, lo cual a su vez podría iievar a incumplir la finalidad de tutela de

los derechos de informació,o y económicos de los consumidores.

P<T liinso. a la proveedora Brittalhvay. S. A. de ('.V.. se le impune una muha de Dt)S MII.

J Ri SCIFNTOS SITEN 1 A Y DOS DÓLARES CON CINCUENTA CENTAVOS DI .DÓLAR

DE I OS ES l'ADOS UNIDOS .DE AAIÉRICA ($ 2,372.50). equivalentes a seis meses con quince

iuii (h uJai'e) mmimo wbano en la indmtrui. por la comisión, de la infracción regulada en el artículo

I" leu,> p i de la LPC por realizar promociones u ofertas especiales de bienes en contravención a la ley.

en vi en mfecnnienlo ' li-blar Cerner Marsella'. según nc lia esiabet.do ca el pre.scmc procedmuento

administrativo.

.La inulta total impuesta representa el 3.25% dentro del margen máxim") es ¡puiado por ley como

consecuencia de la comisión de tal infracción doscientos salarios mínimos t isrisuales urbanos en la

industria—, siendo ajuicio de este Tribunal, proporciónal a la gravedad cuc <. mpoitan. los hechos

deñunciados según las circunstancias objetivas y subjetivas previarneníe analizadas.

IX. DF( ISION

P> r lanto. sobre la base de lo anteriomiente expuesU.i \ txat ruridarrierito en los a.rtículos 11, 14, 101

üK'isi^ '" vio L» Cunstiíucion de la República.; artículos -i letra c), ló ietxa a), 27 tneiso 1°, 30, 40 inci.s.^

2x 4'^ 'ctrd aj, 45, 49, 83 letra b). 144 y siguientes de la LPC: articuiosv 106 inciso 3", 112, 139 > 154

de b i P-\. \ del RcgUinenio de la l.Pt , este 1 nbunal RFSl Fl 3 E:

a) Sunchincse a la proveedora Brittallvvav, S.A. de V W. con l.i cantidad de DOS Mil.

^  ■ FRESCÍENTOS SETENTA Y DOS DÓLA.RES CON C'INTT ENTA CINTAVOS DF

DÓLAR DE l X)S ESTA.l)OS LNIDOS Dlu AMXRIÍ..A óS 23*/2o.50)^ cc|üÍvalenteN a .ve/x

meííiís con quince días de salario mímmú urbana en la industria D:E. 'N'"' 10 deí 202 '

puÍ3Íica.do e:o. el D.O. N'^129 Tonio N"' 432" a ea concepto de multa por la coniisiun de la

;  . ' . íiiíracción rcgo..l.a.da en el. artículo 43 letra b) de ía [.PC, por realizar una p.ronH^Cit>n cr\ C
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estabiecnrnieotD "Dallar Cerner M¿msel¡a^\, la cual, no se ajustaba a ios criterios legalmente |

establecidos, coufbrrxie al. análisis expuesto en el romano VI de la presente resolución y con

íiiodaménto en. las disposiciones legales prec.itadas.

La multa anterior debe hacerse afectiva en la Dirección Genera! de Tesorería del .Mmisterio de

Haci.en:da, dentro de los d.ie2: días hábiles sigoíeEíes al d.e la iiotificacióii de esta resolaclén,

debiendo comprobar a este Tri.bunal su cuniplimiento dentro del. plazo indicado; caso contrario,

1.a Secretaría de este Tribunal certifiea-rá la presente resoIiiciÓE para ser remitidá, a la

Fiscalía General de la Repábliea para SE ejecucíóii. forzosa.

b) Hágase del conocimíentü de los intervinienies, en cumpli.mieo.t() al articulo 104 de la LPA, que

la presente resolución al ser emitida en un procedimiento simplificado, .no aditiíte recurso de

reeoBsidcr ación, de conformidad cotilo expuesto en el artículo !c8 5 de la LP.A..

c) Notifíquese a los stgeíos miervimentes. .Para los efectos de este literal, ordenese a la Secreiaria

de este Tribunai, realizar las notificaciones en los :m.edios electrónicos, o en su defecto en ios

medios físicos que se encuentren señalados en. el expedienta administrairvo.

/  ■ .'-i- •■-/O'#' //íuí=/<-^

/O

Joséí .coisick Castro í ^ublo Jos^felayá NÍelendez hkn Carlos Ramírez i| ienluegos
Presidente / /nim'cr vocai Segundo vocal

PROM POR Lt>S "VfiLVIBROS DFL TRIBCNAl, SANCION.AD(|'R ¡)P l-A
DKirNsORÍ\ DEL CONSIVÍIOOR QUE LA SUSCRIBEN. ''

Secretanc^ liH il s irititjnador
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